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El artículo realiza una revisión bibliográfica acerca del trabajo que ejercen las personas 
con prisión intramural en Colombia. El derecho al trabajo, dentro del sistema penitenciario es 
visto como resocialización y un mecanismo de reducción de la pena sin lugar a prestaciones 
sociales; dejando a un lado la connotación de derecho fundamental amparado por la 
Constitución Política, así como su goce de beneficios y garantías establecidos en la norma 
laboral. La pregunta que guía este escrito es: ¿el trabajo en las personas reclusas, además de 
ser un beneficio para la reducción de la pena, es entendido como un contrato que debe acarrear 
el reconocimiento del derecho a las prestaciones sociales?. 
El objetivo del artículo es establecer los beneficios y condiciones laborales que deberían 
tener los reclusos trabajadores de los centros penitenciarios en el territorio colombiano; para 
ello, se exponen los conceptos de derecho al trabajo, así como los derechos políticos, civiles y 
sociales; además de pronunciamientos judiciales relevantes sobre las limitaciones de este 
derecho y afectaciones a esta población. Por último, se revisa la literatura referente al Derecho 
al trabajo y a las prestaciones sociales de los reclusos en Colombia. 
La metodología incluirá la revisión de fuentes de información oficiales, académicas e 
institucionales a nivel local y en el exterior sobre los derechos laborales en la población 
carcelaria, en específico el derecho a obtener prestaciones sociales. La privación de la libertad 
hace que se suspenda temporalmente el disfrute de algunos derechos civiles y políticos, esto, 
sin el desconocimiento de libertades laborales y de seguridad social de esta población.     
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Abstract 
The article makes a bibliographic review about the work performed by inmates in 
Colombia. The right to work, within the penitentiary system, is seen as re-socialization and a 
way to reduce the sentence without social benefits; leaving aside the connotation of a 
fundamental right protected by the Political Constitution, as well as the enjoyment of benefits 
and guarantees established in the labor law. The question in this review is: Is the work for 
inmates, in addition to being a benefit for the reduction of the sentence, understood as a 
contract that should recognize the right to social benefits? 
The objective of the article is to establish the benefits and working conditions that 
inmates working in prisons in Colombia should have; in this way, the concepts of the right to 
work, as well as political, civil, and social rights are presented, in addition to relevant judicial 
pronouncements on the limitations of this right and the effects on this population. Finally, the 
literature about the right to work and the social benefits of inmates in Colombia are reviewed. 
The methodology will include the review of official, academic, and institutional sources 
of information at the local level and abroad on the labor rights of the prison population, 
specifically the right to obtain social benefits. Deprivation of liberty suspends the enjoyment of 
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Introducción 
En Colombia, el sistema penitenciario es precario en el componente de garantía de 
derechos fundamentales de los reclusos. Evidenciando la ausencia de condiciones dignas para 
el cumplimiento de condenas. Se vulneran derechos fundamentales a la vitalidad, la intimidad, 
la formación pedagógica, al trabajo y demás. Tan es así que ha sido tema objeto de 
pronunciamientos judiciales, en el año 2013 la Corte Constitucional declara, mediante el 
pronunciamiento T-388, una serie de factores inconstitucionales presentes en los reclusos 
dentro de las penitenciarías de Colombia (Corte Constitucional, T 388, 2013).  Así mismo, para 
el 2015, con la Sentencia T-762, también se declaran estas inconstitucionales en el sistema 
penitenciario (Corte Constitucional, T 762, 2015).  
Ahora bien, la sentencia T- 388 del 2013, muestra los derechos que son violados a los 
reclusos dentro de las cárceles. Además, hace énfasis en que los problemas evidentes al interior 
de las prisiones son de corte estructural; por ejemplo, el incremento del hacinamiento, el 
desconocimiento de los derechos fundamentales como el trabajo y a pertenecer a un sistema de 
previsión social, entre otros (Corte Constitucional, T 388, 2013).  
En consecuencia, se hace importante revisar la situación de los reclusos a partir de 
puntos específicos así: los derechos políticos y civiles; además del trabajo como derecho social 
de los reclusos. 
5 
 
Lo anterior por cuanto se carece de estipulaciones más allá de la duración, 
remuneración y sus formalidades en la contratación de las personas reclusas, dejando a un lado 
el derecho al trabajo y a obtener prestaciones sociales derivadas del contrato laboral. Si bien es 
cierto que a un individuo privado de la libertad se le suspenden algunos derechos, este ha de 
gozar de los demás que una persona en condición de libertad plena disfruta.  
El Plan de Acción del Sistema de Oportunidades (Resolución 2521, 2006) y el Código 
Penitenciario (Ley 65, 1993) legislaciones que organizan y controlan lo concerniente a las 
disposiciones de aseguramiento y las penas privativas de la libertad, fundamentan el trabajo 
dentro de las penitenciarías como una estrategia de resocialización y mecanismo terapéutico; el 
cual según la Ley 1709 de 2014 debe realizarse en condiciones dignas y justas, sin embargo, 
esta normatividad deja al descubierto la falta de estipulaciones sobre  los derechos laborales de 
personas trabajadoras al interior de las cárceles, haciendo perceptible la problemática del 
reconocimiento del trabajo dentro de las cárceles como un derecho fundamental y que al igual 
que cualquier trabajador se le debe otorgar prestaciones sociales (Ley 1709, 2014).   
En consecuencia, el objetivo de este documento es establecer los beneficios y 
condiciones laborales que deberían tener los reclusos trabajadores de los centros penitenciarios 
en el territorio colombiano, haciendo un enfoque en la parte prestacional; considerando los 
derechos laborales que goza esta población desde la ley 65 de 1993, además de explicar la 
terminología relevante, los pronunciamientos judiciales sobre las limitaciones de este derecho 
en la realidad penitenciaria y la literatura del Derecho al trabajo con respecto a las prestaciones 
sociales de los reclusos en Colombia. 
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Como hipótesis se tiene que los derechos laborales en las personas condenadas a 
prisión intramural en Colombia están vigentes, pues de estos no se tiene restricción expresa en 
la norma por lo cual se permite y continúa con el ejercicio de ellos, como por ejemplo las 
prestaciones sociales que se plantean en el artículo 132 del Código Sustantivo del Trabajo 
colombiano (Código Sustantivo del Trabajo, 1961, art.32).  
Metodología 
El método empleado para desarrollar los objetivos planteados es cualitativo, de tipo 
exploratorio, se realiza análisis de conceptos, se identifica y comprende sistemáticamente el 
trabajo de los reclusos. Esta metodología se apoya en lo que Sampieri (2014) menciona 
respecto a las características del enfoque cualitativo, que busca expandir la información con la 
recolección de datos de artículos analizados, con el fin de establecer un parámetro que haga 
entender, en este caso, la teoría de los derechos de los presos con la realidad en los centros de 
reclusión colombianos. Esto, acudiendo a sentencias, leyes, códigos, revistas especializadas, 
monografías a nivel nacional e internacional que consideran el derecho al trabajo con las 
prestaciones sociales en esta población (Sampieri, 2014). 
Se desarrolló una búsqueda por medio de bases de datos de la Universidad Libre, 
Papers, Google Académico, Vlex, Analítica Legis, NotiNet, Redalyc, Latindex, entre otras 
teniendo como parámetro las prestaciones sociales en población carcelaria trabajadora. Con 
relación a los criterios de exclusión se tuvieron en cuenta aspectos tales como la autenticidad 
de las fuentes, la pertinencia con el tema de investigación y la legitimidad de su origen.  
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Se reunió la información en formato de Excel para realizar una decantación del sentido 
de cada documento e integrarlo a la estructura del trabajo. Y así se realiza en un primer 
momento una presentación del tema y la relación que tiene con los objetivos de la 
investigación; en segundo lugar, se realiza una explicación del disfrute de las garantías de la 
seguridad social en los reclusos; por último, se plantea la discusión en el marco de la 
investigación y la relación con el objetivo. 
Discusión 
Derechos civiles, políticos y derecho al trabajo 
Con el fin de reconocer los derechos tanto civiles como políticos que tienen los 
ciudadanos colombianos se deben observar los antecedentes y la Constitución Política desde 
1821 para identificar los derechos sociales que continúan gozando los sujetos al ser 
condenados por un delito. 
En primera instancia, es menester mencionar que lo comprendido entre 1810 y 1819, 
fue un período de revoluciones y muchas protestas en el país. Ahora bien, tal y como lo 
expresó el profesor Jaime Angulo Bosa y lo cita la profesora Martínez Sanabria: 
El constituyente primario fáctico o revolucionario, que dio origen al proceso 
constitucional en Colombia, duró cuarenta años desde lo antiestatucional que se 
inició en 1781 con la Revolución de los Comuneros, hasta lo preconstitucional de 
la Revolución de Independencia en 1810, y posteriormente con la Constitución 
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de 1821, por lo cual no fue un acto instantáneo sino sucesivo (Martínez, 2010, 
pp. 33-52). 
En 1810 con el Acta de Independencia propuso las bases para realizar la Constitución 
que aseguraba la plena libertad del territorio de la corona española. Años después con el 
surgimiento del Acta de Confederación de las Provincias Unidas de la Nueva Granada se llevó a 
cabo un acercamiento al constitucionalismo y adhesión nacional, moviendo al Estado Granadino 
a una autenticidad (Sanabria, 2010, p. 34).  
Las anteriores Actas son muy importantes para identificar el progreso histórico de las 
libertades civiles y políticas en Colombia hoy día, debido a que constituyeron la base para la 
creación de los derechos de los ciudadanos vista en la carta en 1821. 
La profesora Martínez Sanabria, considera que las reivindicaciones históricas que 
ocurrieron durante el poder absoluto del Estado históricamente ayudaron al aseguramiento de 
sus libertades e igualdad (Martínez, 2010, p. 35). 
En este sentido, los derechos civiles son justificados en los conceptos de dignidad y 
libertad que se aplican al ser humano; estos, permiten que se definan otros derechos a manera 
de intocables, como el derecho a la vitalidad, a tener un proceso judicial igualitario, la libertad 
de prensa y de opinión, derecho a tener un credo religioso y otros que han sido plasmados a lo 




Así mismo, las libertades políticas se apoyan en la equidad que aspiran las personas le 
sea reconocida para cooperar en el Estado, y en las decisiones que le incumben, como es el 
derecho a la práctica al voto y ser elegido (Sanabria, 2010, p. 36). 
 Por otro lado, desde la Segunda Guerra Mundial, a causa de la magnitud de los efectos 
en los derechos de las personas, la ONU en 1966, desarrolla el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos, y el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, con el fin de reforzar el 
pacto proclamado en 1948.  
Ahora bien, en cuanto a las potestades civiles y políticas, la Organización de las 
Naciones Unidas, en el Pacto Internacional que trata los Derechos Civiles y Políticos, define 
cuáles son éstas, indicando que acorde a los lineamientos dados en la Carta de la ONU la 
libertad, el bienestar y la imparcialidad en el planeta tienen como fundamento el 
reconocimiento de la dignidad propia al núcleo familiar y de sus derechos equivalentes e 
inalienables (ONU, 1976). 
En consecuencia, las facultades proclamadas en el pacto son la vitalidad; la negativa a la 
tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes; rechazo a la esclavitud; seguridad de la 
persona como la protección contra el arresto y la detención arbitraria en cualquier 
circunstancia; equidad procesal ante la legislación y al debido proceso; libertad de expresión, 
conciencia y religión; a elegir y ser elegido por sufragio universal. 
En este sentido, una persona se convierte en garante de los derechos civiles en la 
medida que cumpla con la ley y con lo determinado por el Estado, por lo que en cualquier 
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momento puede el mismo Estado eliminar estas garantías, si el ciudadano incurre en alguna 
penalidad o delito, lo mismo sucede con los derechos políticos. 
En nuestro país con la entrada en vigor de la Carta Nacional en 1991 y sus cambios 
imperantes se introdujo la materialización de los derechos y el concepto de Seguridad Social, 
con el que antes no se contaba (Arroyo, Guerrero y Vega, 2013, p. 13). 
En uno de los escritos realizados por Arroyo et al. (2013) de la Universidad de Cartagena 
indagaron el por qué los Juzgados Laborales del Circuito de Cartagena estaban determinando 
deficientemente el término de Seguridad Social, al momento de fallar en las tutelas, al evadir la 
naturaleza de dicho derecho como primario en tema pensional, entre los años 2011 y 2013. Es 
así como fundamentan que uno de los problemas cruciales en el reconocimiento del derecho de 
seguridad social en la pensión, es conceptual. Esto se conecta con que la aplicabilidad de la 
seguridad social en pensiones no es vista por algunos funcionarios como un derecho humano, 
tal como lo establece pactos, convenios, que hacen parte del bloque de constitucionalidad 
(p.153).  
El profesor Martínez (2005), en uno de sus trabajos muestra que el sistema de 
protección social en Colombia, tiene estrecha conexión con el sistema salarial, lo que hace que 
los ciudadanos aporten un porcentaje del salario al pago de la seguridad social. En dicho 
trabajo se desarrolla la idea “del costo social de las formas de contratación laboral sin 
seguridad social” (p. 21), en este sentido, es relevante para efecto de la presente revisión, pues 
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permite acercarse a los efectos que tiene la contratación sin el pago a la seguridad social en los 
colombianos. 
Lo anterior da paso al análisis del derecho al trabajo en el sector penitenciario. Como 
mencionan en su tesis Álvarez et al. (2018) la pena privativa es una manera de corregir las 
conductas antijurídicas, pero a su vez tiene como fin la conexión a planes educativos que 
posibiliten obtener conocimientos y capacidades para integrarse positivamente a sus ámbitos 
familiares, sociales y laborales una vez cumplida la condena (p. 10). 
Además de ello, mencionan que varios productos que son adquiridos por parte del 
INPEC y demás corporaciones que integran el Sector Justicia y a los cuales son invertidos altas 
cifras de sus presupuestos podrían ser producidos por los reclusos; existen talleres, maquinaria 
al interior de las cárceles para ello, no obstante, estos son obsoletos haciendo que los reclusos 
no cuenten con material profesional para el desempeño correcto de un trabajo. 
Sobre los Centros Penitenciarios en Colombia 
Ahora, después de definir los conceptos de términos como derechos civiles, sociales y el 
trabajo se dispondrá a realizar una revisión de estos frente a los centros penitenciarios a la luz 
de los códigos, decretos, bases documentales y tratados internacionales. 
Los Centros Penitenciarios nacen en 1837, bajo la primera compilación de conductas 
típicas colombiana, en el gobierno de José Ignacio de Márquez, en donde establece la sanción 
de pena intramural para conductas cometidas por fuera de la ley. Mediante este código, se 
ayudó a forjar el concepto de Estado-Nación a través del cual se tenía control sobre los 
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ciudadanos. De otra parte y en vista de la resocialización se estableció la guía para los centros 
penitenciarios y el Código Penal (Ulloa, 2015, p. 6). 
Desde entonces, se han desarrollado normativas que fundamentan las cárceles en 
Colombia. Como antecedente del actual Código Penal del año 2000 y la Ley 65 de 1993, 
vigente, encontramos que en la presidencia de José Vicente Concha entre 1914 y 1918 se 
expidió la ley 35 de 1914, la cual dio vía a casas de privación para la ejecución de penas 
otorgadas por la administración (Ulloa, 2015). 
Con base en esto, los centros de penitenciaría en Colombia se definen en el artículo 22 
de la Ley 65 como “establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en las cuales se 
ejecuta la pena de prisión, mediante un sistema gradual y progresivo para el tratamiento de los 
internos” (Ley 65, 1993) 
Con el paso de los años y la creación de varias instituciones en salvaguarda de la Carta 
Política, una de ellas la Corte Constitucional, en pronunciamientos como la T-588A (2014) 
menciona los derechos a los cuales puede acceder los reclusos dividiéndolos así en tres 
categorías. La primera, derechos incólumes o intactos; los cuales no se pierden por el hecho de 
estar la persona en prisión pues son propios de los seres humanos, como lo es la vitalidad, la 
integridad, imparcialidad y el derecho de petición. Segundo los reducidos debido al vínculo 
recluso-Estado, como derechos a la familia, al trabajo, a la educación e intimidad. Tercero, 
facultades susceptibles de ser interrumpidas, esto a causa de la pena impuesta al cometer un 
delito como la locomoción, el voto, entre otros (Corte Constitucional, T 588A, 2014). 
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Esta división permite determinar cuáles son los derechos que tienen los reclusos y 
cuáles se suspenden por efecto de la pena. A continuación, se nombran los derechos que 
conserva la persona cuando es privada de su libertad: derecho a una vitalidad en condición 
digna; a la salud; a educarse; a trabajar; a no sufrir torturas, tratos o penas crueles, inhumanas 
o degradantes; a la nutrición y alimento; relación familiar; a la imparcialidad y no marginación, 
además del derecho a un debido proceso. 
Ahora bien, en materia de los derechos labores de los reclusos, Martínez (2017), en su 
análisis evidenció que no existe un norte claro para los privados de libertad en cuanto al 
proceso de resocialización que realizaran, pero si, la disposición de trabajar por mejorar el 
sector en el cual realizan su trabajo social. El anterior modelo ha sido un punto de partida para 
la resocialización al igual que el ajuste del sistema Penitenciario Colombiano para alcanzar uno 
de los fines de la pena el cual es la reinserción. 
Hernández (2016), por su lado, en su observación del establecimiento carcelario La Paz 
de Itaguí, en cuanto a la facultad de la salud de los reclusos, la cual es una garantía en la 
vinculación contractual, menciona que no se encuentra un impedimento expreso para evadir 
este derecho, demostrando así una trasgresión sistemática a esta potestad, agregándola a otras 
existentes con la misma dificultad (p.9). 
En una indagación realizada en la cárcel Distrital de Ternera, Cartagena, al analizar las 
circunstancias de desprotección en salud a las que se ven expuestos los reclusos, se incorpora 
una conexión con la administración pública, pues esta, ha de generar insumos que otorguen 
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elementos necesarios para proponer un modelo de gestión carcelario bajo valores de eficiencia, 
capacidad de gestión y uso racional de los recursos; el cual sea un modelo a implementar en 
otras entidades de esta naturaleza (Estremor, 2016). 
Visión Nacional e Internacional 
La Asamblea de la ONU proclamó la Declaración de Derechos Humanos, la cual define y 
recoge las libertades económicas, civiles, culturales, políticas y sociales que disponen los 
individuos de manera inalienable y en condiciones de igualdad, fue expedida en 1948 y hasta el 
día hoy está vigente además de conveniente y oportuna (ONU, 2015). 
Derechos como la vida; a no ser sometido a tortura, al trato cruel y degradante; 
protección en la detención arbitraria; la imparcialidad procesal; potestad en la religión y 
expresión, al voto y demás se plasmaron en los pactos de 1966 (ACNUR, 2017). 
Los preceptos para procedimientos de la población carcelaria fueron amparados en el 
Primigenio Congreso de las Naciones Unidas acerca de la prevención de conductas punibles y 
procedimiento del delincuente, de 1955 Ginebra, y solemnizado en mayo de 1977, este 
pormenorizó el sistema penitenciario modelo, a la luz de una óptima organización penitenciaria 
y el método a usar con los reclusos (ONU, 2021). 
Como se ha venido exponiendo, los derechos laborales de los reclusos con prisión 
intramural, se fundamentan en el Código Penitenciario de 1993 (Ley 65), el cual, regula también 
las medidas de aseguramiento y la forma en que se ejecutan dichas medidas. Entre otras cosas 
este código, determinó lo relacionado con el trabajo dentro de las penitenciarías, 
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estableciéndolo como un medio de resocialización, donde se deben cumplir jornadas laborales, 
realizar los controles respectivos y la evaluación de los rendimientos, debido a que el trabajo es 
un mecanismo para redimir la pena de los condenados.  
Es hasta el 2014, cuando se desarrolló la Ley 1709, el momento en que las ocupaciones 
penitenciarias se convierten en un precepto y una obligación legal, con las condiciones justas, 
dignas, en el que todas las personas pueden tener acceso, ya sea dentro o fuera de la cárcel, 
estableciéndose para ello la duración, remuneración y las formalidades que debe tener el 
trabajo penitenciario. Ahora bien, en cuanto al salario que devenga el trabajador, según la Ley 
1709, la institución INPEC o una tercera persona, es la encargada de asignar lo 
correspondiente. En el caso de los reclusos, a éstos se debe pagar lo correspondiente dentro de 
la penitenciaría (Ley 1709, 2014). 
El profesor Torres (2016), afirma que “entonces, estamos en presencia del concepto de 
salario como contraprestación al trabajo asalariado, en tanto que la limitación de derechos en 
materia de responsabilidad penal afecta directamente las atribuciones civiles y políticas, y no a 
las facultades sociales” (Torres, 2016). Esto se encuentra afirmado en la normativa penal 
artículo 43, donde aclara una lista de los derechos que el recluso pierde con la pena. (Código 
Penal Colombiano, 2000) 
A partir de la normatividad Decreto 1758 de 2015, emitido por el Organismo de Justicia 
y del Derecho, la labor penitenciaria se reglamentó en Colombia. En este sentido, quedó 
definido como las tareas de cualquier índole desempeñadas personal y libremente por los 
16 
 
reclusos en función a otras personas con el objetivo de reintegrarse de manera digna (Decreto 
1758, 2015, art. 2.2.1.10.1.1.). 
Potestades de los reclusos 
A de tenerse en cuenta, en materia penitenciaria, que la sola sobrevivencia no abarca el 
derecho a la vida, pues este va más allá conteniendo de manera directa la salud y la integridad, 
es así como la Corte Constitucional reconoce la vitalidad en conexión al goce de condiciones 
óptimas en los reclusos (Segura, 2010). 
En lo concerniente a la libertad de pensamiento, conciencia, expresión y opinión en un 
principio el Estado tiene una posición garantista de este derecho y posteriormente lo limita al 
sobresalir argumentos en cuanto a la pena como tratamiento penitenciario resocializador y la 
seguridad de los establecimientos carcelarios. 
El Consejo de Estado en su interpretación de esta potestad en la población carcelaria; 
menciona que los daños causados en la salud cualquiera que sea, a excepción de su deterioro 
normal y por cualquier causa, ya sea por acción u omisión, es una deficiencia de la 
administración generándose una obligación por parte del Estado de indemnizar (Botero, 2010). 
Es así como las atribuciones al trabajo, enseñanza de un oficio y la cultura, en la 
población carcelaria han sido asuntos de garantía por parte de la Corte Constitucional. Pues el 
Estado restringe un poco la posibilidad de ejercer la locomoción o movimiento del sujeto 
privado de la libertad, pero ello no implica una prohibición absoluta, por cuanto no debe dejar 
el pabellón o patio otorgado, pero dentro de este el recluso puede movilizarse (Segura, 2010). 
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El autor Arroyo (2019) menciona que además de consagrarse el derecho al trabajo en el 
artículo 25 de la Constitución colombiana, existe una legislación que garantiza el trabajo como 
potestad y obligación social, debiendo ser protegido por el Estado y garantizado digna y 
justamente (Código Sustantivo del Trabajo, 1961).  
Adicional a ello el Código Penitenciario Carcelario en el artículo 82 resalta las facultades 
del trabajo y enseñanza de los reclusos como rehabilitación e inserción social que hacen parte 
del objetivo de la pena, además de brindar una oportunidad de redención de una parte de su 
condena (Ley 65, 1993).    
El legislador a través de los artículos anteriormente señalados trató de aguardar un 
sistema penitenciario fuerte que garantice los derechos laborales, pero esto se ve rezagado por 
las problemáticas de hacinamiento y deficientes condiciones en que viven los reclusos 
dificultando la resocialización por medio de actividades recreativas, de aprendizaje o trabajo.  
El profesor Arroyo (2019), citando a Capelo (2016), señala que “en efecto, el derecho al 
trabajo es considerado de gran importancia para la resocialización y vida productiva de los 
reclusos”. 
En este mismo contexto, está España, en el cual la obligación del trabajo penitenciario 
esta incluso consagrada en la Constitución de ese país expresando que el condenado tiene 
derecho a un trabajo remunerado. Siendo el derecho al trabajo un precepto moral y de 
aplicación progresiva. Seguidamente en el caso de Estados Unidos la tendencia es distinta ya 
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que no regula el trabajo como un deber desde el punto de vista de beneficio al recluso, sino 
como un intento de mano de obra barata y cautiva (Pachón, 2017). 
Por otro lado, el INPEC realizó un importante estudio donde expone los derechos 
humanos a garantizar para los trabajadores de estos centros, entre los aspectos más 
importantes se resalta que los reclusos y funcionarios penitenciarios recíprocamente han de 
reconocer y respetar su calidad de seres humanos dignos, titulares de derechos y obligaciones, 
mencionan su visión de ser una institución penitenciaria más respetuosa y humana. Ya que la 
falta de dicho reconocimiento supone un riesgo real de abuso de los derechos fundamentales 
(INPEC, 2019). 
La relevancia del autor González (2014) donde observa si el trabajo es una obligación de 
los reclusos dentro de los centros penitenciarios, expone un punto motivo de debate como lo 
es el caso de países donde el trabajo más que un derecho es una obligación del privado de 
libertad, se puede mencionar en casos como: Alemania que consagra en sus leyes el trabajo 
penitenciario con carácter obligatorio basándose en los principios de dignidad humana y estado 
social, siendo el mismo no solo una obligación, sino que su incumplimiento acarrea sanciones 
disciplinarias.  
Es así como la Corte Constitucional contempla que en los Centros Penitenciarios 
colombianos se carece de efectividad a la luz de la Constitución, desatando un estado de cosas 
inconstitucionales “ECI” por la salvaguarda de potestades de los reclusos, esto al ser la política 
criminal incoherente con los derechos humanos y poseer fallas operativas dentro de los 
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mismos, esto ocasiona que no se acojan los lineamientos internacionales frente a sectores 
vulnerables por violación masiva y sistemática a los derechos como es el caso de los reclusos 
(Arrieta & Gómez, 2018). 
Por su lado, el profesor Perico (2017), en uno de sus estudios buscó determinar y 
evaluar el progreso en cuestión de trasgresiones de derechos humanos en la población 
carcelaria. En ese examen llegó a la conclusión que en Colombia, en cuanto a los derechos de 
los reclusos, hay una inconsistencia de una política criminal, pues debe ser sensata por parte 
del Estado colombiano que lleve no solo a la prevención de las conductas punibles sino a 
originar una mayor cobertura en ejes como la educación, imparcialidad y equidad social,  junto 
con oportunidades  laborales y  programas  incluyentes para reducir la corrupción (p. 3). 
Por otro lado, la Organización Estados Americanos (1980), menciona la importancia de 
adopción de medidas para que se puedan garantizar y cumplir a cabalidad las potestades de los 
reclusos, como el derecho a la salud, al trabajo, a la educación, entre otros; además de 
programas financieros que apoyen el fortalecimiento de la política criminal (OEA, 1980). 
Ahora bien, el problema de las penitenciarías hoy día, es el hacinamiento y la ausencia 
de una óptima capacitación de las personas que integran el sistema penitenciario en temas de 
los derechos de los reclusos. Es así como el Comité de Derechos Humanos, resalta en su 
artículo 10 del Pacto de DD.HH que estos asuntos son competencia del Estado, quien los debe 
solucionar, para lograr un tratamiento humano, digno y con respeto, proponiendo la adopción 
de otro tipo de sentencias que brinden un servicio a la comunidad y reconociendo los 
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respectivos beneficios contractuales; logrando el aumento de la efectividad del sistema 
penitenciario y la Constitución (CDH, 1997). 
Por otro lado, la Oficina de Alto Comisionado de la ONU (2000) recalcó para el estado 
colombiano el deber de dedicar atención al problema carcelario, siguiendo una política criminal 
ajustada a los parámetros internacionales fortaleciendo los problemas estructurales y las 
condiciones de los reclusos (ACNUDH, 2000). 
Resultados 
En este orden de ideas, considerando lo expuesto sobre el trabajo penitenciario, se 
entiende que se divide en dos elementos: por un lado, es considerado como una herramienta 
de redención de la pena, por otro, es un derecho y una obligación legal. Es así como, no ha de 
importar si la persona está recluida en un centro penitenciario, debe beneficiarse de los 
derechos laborales que goza cualquier ciudadano por su trabajo, como prestaciones y 
seguridad social. 
En este sentido, el trabajo en personas reclusas queda reglamentado en el Decreto 
1758, junto con los elementos que permiten su desarrollo. Sin embargo, el profesor Torres, 
afirma que este decreto entra en choque con el Código Sustantivo del Trabajo, cuando se define 
que la retribución por el trabajo en los centros penitenciarios no se debe entender como un 
salario. (Torres, 2016).  
En el Decreto en mención no traduce en salario la retribución monetaria recibida por los 
reclusos con motivo de los convenios resocializadores y labores penitencias, por lo tanto, 
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tampoco lo observan susceptible de generar una relación prestacional. No obstante, es el INPEC 
quien junto con la autoridad laboral señala anualmente la suma de remuneración para la 
población trabajadora situada en las cárceles. 
En este sentido, los artículos de la normatividad laboral que quedan confrontados con la 
ejecución del trabajo en la población reclusa son: el art. 22, donde se define que una persona 
que cumpla con unas obligaciones contractuales debe tener una remuneración, denominada 
salario. El art. 23, menciona tres elementos esenciales en el trabajo, esos son: la actividad 
personal del trabajador, la sujeción del trabajador y el empleador, y el salario; el art. 27, que 
señala que todo trabajo debe ser remunerado, y el art. 127, que establece las retribuciones que 
no componen salario, como primas y gratificaciones ocasionales. “Américo Pla Rodríguez (1979) 
esgrime, que el objetivo del elemento salarial es obtener una retribución, circunstancia que 
queda desdibujada en el decreto donde se desarrolla el trabajo penitenciario, al no entronizarse 
el concepto jurídico de salario” (Torres, 2016). 
Por otra parte, en cuanto a la protección social, toda actividad laboral remunerada de los 
reclusos en Colombia debe, por obligación, estar reglamentada bajo la protección social 
integral, cuyo objeto se encuentra en la Ley 100 de 1993. Es decir, los reclusos tienen que estar 
afiliados al sistema y los empleadores deben pagar lo correspondiente.  
Con base en lo anterior, se argumenta que la protección social hace parte del conjunto 
de derechos de los empleados consignados en el CST y la aplicación de la salud, pensión y 
riesgos laborales debe ser general en atención al precepto de la universalidad. Por tal motivo, el 
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Ministerio de Justicia emite el decreto 1758, en el que se regula todas las condiciones de los 
empleados dentro de las penitenciarías nacionales, como por ejemplo, la remuneración, la 
seguridad y salud en el trabajo, también la afiliación al sistema de protección social 
(MinJusticia, 2015). 
Ahora bien, la norma constitucional preceptúa que todos los sujetos tienen facultad de 
vincularse al sistema de salud nacional, ya sea como contributivo o subsidiado o por enfoque 
diferencial. También se reglamenta que todos tienen derecho a cotizar pensión.  
En este mismo orden de ideas los derechos sociales en los reclusos están desprotegidos 
pues el decreto 1758, no cobija el derecho al trabajo como fundamental, sino como una 
estrategia de redención de la pena, dejando así, el trabajo en los reclusos, como un elemento 
resocializador sin acceso al sistema de protección social (Torres, 2016). 
El abogado Gómez (2016), puntualiza que el trabajo es una forma de disminuir la pena, 
según la Ley 65, la cual menciona que por dos (02) días de trabajo, se descontará uno (01) de 
pena” (Ley 65, 1993, p. 23). 
En consecuencia, en algunos países incluso Colombia a pesar de reconocer que los 
derechos sociales tienen carácter constitucional y ratificarlos como fundamentales en tratados 
internacionales de Derechos Humanos, en la aplicación se violan los derechos a la alimentación, 
se pone en riesgo los derechos a la vitalidad, salud, la familia, la intimidad, al trabajo e incluso 
el derecho a la educación. Esto se puede observar en informes sobre las Condiciones de las 
cárceles en Colombia, donde se arroja resultados en materia de “resocialización, hacinamiento 
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e infraestructura, salud, alimentación, acceso a la justicia, carencia de servicios públicos y 
tratos crueles.” (Semana, 2020). 
En el artículo publicado en la revista Semana (2020) sobre el trabajo que viene 
adelantado una Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil alrededor de las condiciones en 
las cárceles de Colombia, demuestra que muchos son los derechos que están en juego, y que el 
derecho al trabajo está indeterminado, en tanto se encuentra en una posición entre un 
beneficio en el cumplimiento de la pena netamente o una actividad cobijada por con las 
prestaciones legales que implica la actividad laboral en Colombia. 
Conclusiones 
Se concluye que el derecho al trabajo de los presos en Colombia, no debería ser 
solamente un beneficio para redimir la pena, sino fuente de derechos laborales tales como las 
prestaciones y garantía a seguridad social establecidos en la Constitución Política y el Código 
Sustantivo del Trabajo, esto por cuanto al realizar el recuento histórico y análisis actual de los 
derechos de los que pueden o no gozar las personas con penas privativas intramurales no se 
observa prohibición alguna sobre los derechos en el contexto laboral. 
Si bien es cierto el cometer una falta conlleva una sanción, esta debe ser en condiciones 
dignas y con todas las garantías. El principal causante de no reconocer los derechos laborales 
en la población carcelaria es la errónea interpretación de los beneficios que conlleva el derecho 
al trabajo en sí mismo, al dejar a un lado sus connotaciones de fundamental, social, humano e 
inherente a cualquier individuo incluyendo a los individuos privados de la libertad; a 
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comparación de los civiles y políticos que conllevan un trasfondo en el acuerdo de voluntades 
con el Estado y las leyes que hacen que estos puedan ser temporalmente interrumpidos. 
Así mismo el derecho al trabajo de los presos de las cárceles de Colombia, está 
condesado en el Decreto 1758 de 2015 en consonancia con planes como el Plan de Acción del 
Sistemas de Oportunidades, que llevan al trabajo a una categoría de herramienta que facilita la 
reinserción social meramente, en contraposición a la jurisprudencia constitucional quien ha 
sido enfática en manifestar que las personas con pena privativa intramural incluyendo aquellos 
que trabajan son plenos titulares de atribuciones constitucionales, siendo una limitante los 
derechos a la libertad, locomoción, ocupar cargos públicos y participar en elecciones como 
libertades civiles y políticas. 
Por ello, la aplicación errónea de la Constitución y el Código Sustantivo del Trabajo, 
viola sin lugar a duda a la población carcelaria los derechos laborales, en consonancia con las 
prestaciones y seguridad social, de los cuales no deben ser discriminados. 
Con respecto a la hipótesis planteada no fue posible llegar a un pleno establecimiento 
de los derechos laborales de la población reclusa en Colombia. Por cuanto realizada la revisión 
bibliográfica se evidenció ausencia de legislación, jurisprudencia y literatura en materia de los 
derechos del trabajo y a la seguridad social en individuos privados de la libertad legalmente 
específicamente en el territorio colombiano, por lo cual se tuvo que extraer de legislaciones 
extranjeras además de instituciones y literatura internacional. Es así como se evidencia gran 
porcentaje de trabajos citados de países como España, Ecuador, Estados Unidos y Chile 
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principalmente, de igual modo documentos basados en derechos humanos emitidos por la 
ONU, la CIDH y otras organizaciones internacionales en esta temática, de modo que se crea la 
oportunidad para la realización de nuevos procesos investigativos en el contexto nacional. 
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